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La Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, de me-
didas en materia de eficiencia del Servicio Pú-
blico de Justicia apuesta por los medios alter-

nativos de solución de controversias previa a la vía 
no jurisdiccional para afrontar el incremento de la li-
tigiosidad exponencial. El texto del Preámbulo de la 
normativa explica que, aunque en unos casos será 
la vía exclusivamente judicial la que soluciones los 
problemas, en muchos otros será la vía consensual 
la que ofrezca la mejor opción.  

La Ley enumera y regula tanto diferentes métodos 
de negociación previa a la vía jurisdiccional median-
te la conciliación privada como los requisitos preci-
sos para intervenir como conciliador y sus funcio-
nes. No obstante, al lado de estos mecanismos, la 
norma potencia la mediación. Se define como me-
dio adecuado de solución de controversias en la que 
dos o más partes intentan voluntariamente, a través 
de un procedimiento estructurado, alcanzar por sí 
mismas un acuerdo con la intervención de la perso-
na mediadora, cumpliendo lo establecido por la Ley 
5/2012, de 6 de julio, sobre la que se realizan modi-
ficaciones precisas. 

Por otra parte, se regula expresamente el procedi-
miento de derivación intrajudicial a medios adecua-
dos de solución de controversias. Será posible en 
cualquier procedimiento y en cualquier momento del 
mismo, sea primera instancia, apelación o ejecución. 
Todo ello, sin perjuicio de la regulación específica 
prevista para los casos en que la derivación se efec-
túe en la fase de audiencia previa en el juicio ordina-
rio y de vista en el juicio verbal. Además, se adaptan 
las normas sobre la adopción de medidas cautela-
res en el caso de intento de medios adecuados de 
solución de controversias, arbitrajes y litigios extran-
jeros. Se modifican los efectos de la mediación so-
bre los plazos de prescripción y caducidad, su cone-
xión con el requisito de procedibilidad y se armoni-
za el requisito de confidencialidad.  

Se contempla que la actividad negociadora debe ser 
también debidamente remunerada, incluso en los 
casos en los que se intervenga por designación en 
el turno de oficio, y con la introducción de un catá-

Medios adecuados de solución de 
controversias: acceso a los tribunales 
La ‘Ley Orgánica de medidas en materia de eficiencia del servicio público de justicia’ obligará a las partes 
a intentar la obtención de un acuerdo, y lo acrediten como paso previo para interponer la demanda ante 
los tribunales. Además, se regulan medidas para la derivación intrajudicial a los procesos de mediación
Xavier Gil Pecharromán. Fotos: iStock

La mediación busca reducir tiempos y costos en la solución de controversias. 
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logo de mecanismos de negociación asistida, abier-
to a cualquier otro método eficaz, que sea subsidia-
rio de esa actividad negociadora directa que ya se 
practica tradicionalmente por la abogacía. 

Exclusiones de la mediación 
Se excluyen de la norma las materias concursal y la-
boral, en cuya normativa reguladora ya se prevén 
instrumentos con soluciones pactadas acomoda-
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das a la naturaleza y peculiaridades propias. Tam-
bién se excluye el proceso penal, en el que no rige el 
principio dispositivo, sin perjuicio del derecho de las 
víctimas a acceder a servicios de justicia restaurati-
va con la finalidad de obtener una reparación ade-
cuada material y moral de los perjuicios derivados 
del delito cuando se cumplan los requisitos estable-
cidos legalmente. Y, finalmente, se excluyen los asun-
tos de cualquier naturaleza en los que una de las par-

Los colegios 
profesionales 
jugarán su 
propio papel

Aunque la potestad ju-
risdiccional correspon-
de en exclusiva a los 
juzgados y tribunales, la 
Justicia no se limita so-
lo a la Administración 
de la Justicia Conten-
ciosa. España ha desa-
rrollado en los últimos 
20 años importantes ini-
ciativas en favor de la 
mediación gracias al im-
pulso de las comunida-
des autónomas que se 
han dotado de leyes 
propias. Con la media-
ción cobran protagonis-
mo los colegios profe-
sionales, que cumplen 
una función de servicio 
a la ciudadanía, alber-
gando en su seno meca-
nismos de solución de 
controversias, promo-
viendo y facilitando el 
diálogo social. La Ley 
no se ciñe solo a los co-
legios que tienen que 
ver con la Justicia Con-
tenciosa, sino que lo ex-
tiende a otras profesio-
nes que han desarrolla-
do la mediación. Los re-
gistradores certificarán 
la conciliación registral 
para que esté dotada de 
eficacia ejecutiva y se 
incluye entre los títulos 
que llevan aparejada 
ejecución los acuerdos 
alcanzados por las par-
tes en cualquier otro de 
los medios adecuados 
de solución de contro-
versias distintos de los 
laudos arbitrales y los 
acuerdos de mediación 
que igualmente hayan 
sido elevados a escritu-
ra pública, y también se 
acomodan las mencio-
nes a las escrituras pú-
blicas y pólizas de con-
tratos mercantiles a la 
nueva regulación de la 
Ley del Notariado.

EPRENSA
AutoHighlighter


EPRENSA
AutoHighlighter




 Publicación      

 Soporte      

 Circulación      

 Difusión

 Audiencia

 El Economista
 Buen Gobierno Iuris&Lex y RSC, 12

 Prensa Escrita

 14 332

 9761

 63 000

 Fecha

 País

 V. Comunicación

 Tamaño

 V.Publicitario

 17/01/2025

 España

 164 800 EUR (169,478 USD)

 550,29 cm² (88,3%)

 12 064 EUR (12 406 USD) 

tes sea una entidad del sector público. No obstante, 
en la propia norma se habla de una futura regulación 
de estos mismos medios adecuados de solución de 
controversias en el ámbito administrativo y en el or-
den jurisdiccional contencioso-administrativo, lo que 
requiere de un instrumento legislativo propio y dife-
renciado. 

Por coherencia no podrán ser sometidos a medios 
adecuados de solución de controversias, ni aún por 
derivación judicial, los conflictos que afecten a de-
rechos y obligaciones que no estén a disposición de 
las partes en virtud de la legislación aplicable ni los 
que versen sobre alguna de las materias excluidas 
de la mediación, salvo las referidas a divorcios o la 
concesión de tutela a los abuelos, que precisa del 
aval del juez del caso.  

Sin exigencia de negociación previa 
No se exigirá actividad negociadora previa como re-
quisito de acudir a la jurisdicción en los procedimien-
tos para la tutela judicial civil de derechos fundamen-
tales; la adopción de las medidas previstas para que 
el juez dicte medidas de oficio o a instancia de un hi-
jo, de cualquier pariente o del Ministerio Fiscal en los 
casos de divorcio; en los procesos sobre adopción 
de medidas judiciales de apoyo a las personas con 
discapacidad; en los procesos sobre filiación, pater-
nidad y maternidad; cuando se pretenda la tutela su-
maria de la tenencia o posesión o la resolución igual-
mente sumaria de demoliciones o derribos de obra 
en estado de ruina o que amenacen con causar da-
ños; ni en determinados procedimientos de protec-

Los mediadores y árbitros están sometidos a exigencias de formación continua y en algunos sectores muy especializada.

ción de menores. Por último, tampoco será preciso 
acudir a un medio adecuado de solución de contro-
versias para la iniciación de expedientes de jurisdic-
ción voluntaria, la solicitud de medidas cautelares o 
la interposición de una demanda ejecutiva, así co-
mo para presentar la solicitud de inicio de determi-
nados procedimientos regulados por reglamentos 
europeos. 

Asistencia letrada a las partes 
Se regula también la asistencia letrada a las partes 
cuando acudan a uno de estos medios, incluyendo 
las disposiciones necesarias para garantizar el prin-
cipio de igualdad de armas. Se establecen los efec-
tos de la apertura del proceso de negociación y de 
su posible terminación sin acuerdo, las actuaciones 
negociadoras por medios telemáticos, los honora-
rios de los profesionales intervinientes, el principio 
esencial de confidencialidad común a todos los me-
dios adecuados de solución de controversias.  

Todo ello, junto con las normas de tratamiento y pro-
tección de datos de carácter personal de las perso-
nas físicas y la manera de acreditar el intento de ne-
gociación a los fines de cumplir con el requisito co-
rrelativo de procedibilidad en el orden jurisdiccional 
civil. No obstante, en el caso de actividades negocia-
das tipificadas en leyes sectoriales serán de aplica-
ción los requisitos procedimentales establecidos en 
las mismas. Del mismo modo, se incluyen las dispo-
siciones necesarias sobre la formalización del acuer-
do entre las partes y su posible elevación a escritu-
ra pública u homologación judicial, según los casos, 
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así como las normas pertinentes sobre la validez y 
eficacia del acuerdo. 

Abuso del servicio público de Justicia 
Una de las novedades destacadas se refiere a la no-
ción del abuso del servicio público de Justicia, acti-
tud incompatible con su sostenibilidad. Esta conduc-
ta se erige como excepción al principio general de 
vencimiento objetivo en costas, e informador de los 
criterios para su imposición, al sancionar a aquellas 
partes que hubieran rehusado injustificadamente 
acudir a un medio adecuado de solución de contro-
versias, cuando este fuera preceptivo.  

El abuso del servicio público de justicia se une a la 
conculcación de las reglas de la buena fe procesal 
como concepto acreedor de la imposición motiva-
da de las sanciones. Como ejemplo de este abuso, 
la propia Ley habla de la utilización irresponsable 
del derecho fundamental de acceso a los tribuna-
les recurriendo injustificadamente a la jurisdicción 
cuando podía ser factible y evidente una solución 
consensuada de la controversia, como son los liti-
gios de cláusulas abusivas ya resueltos en vía ju-
dicial con firmeza y con idéntico supuesto de he-
cho y fundamento jurídico, o en los casos en que 
las pretensiones carezcan notoriamente de toda 
justificación impactando en la sostenibilidad del 
sistema. 

Justificación del intento de negociación 
Habrá que presentar junto con la demanda, el do-
cumento que acredite que se ha intentado la activi-
dad negociadora previa a la vía judicial cuando la 
ley lo exige como requisito. Será en los litigios que 
se sustancian ante el orden civil con las exclusio-
nes señaladas. Y, también, para proceder en las ac-
ciones de reclamación de devolución de las canti-

dades indebidamente satisfechas por el consumi-
dor en aplicación de determinadas cláusulas suelo 
o de cualesquiera otras cláusulas que se conside-
ren abusivas contenidas en contratos de préstamo 
o crédito garantizados con hipoteca inmobiliaria, 
una reclamación extrajudicial previa frente a las per-
sonas físicas o jurídicas que realicen la actividad de 
concesión de préstamos o créditos de manera pro-
fesional. En los litigios de consumo se entenderá 
cumplido el requisito de procedibilidad con la reso-
lución de las reclamaciones presentadas por los 
usuarios de los servicios financieros ante el Banco 
de España, la CNMC y la Dirección General de Se-
guros y Fondos de Pensiones. 

Cambios de tratamiento en el IRPF 
Se revisa la exención prevista en el Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas (IRPF) para las in-
demnizaciones como consecuencia de responsabi-
lidad civil por daños personales en la cuantía legal o 
judicialmente reconocida, con la finalidad de que pue-
da resultar aplicable cuando, sin fijarse su cuantía 
legal ni judicialmente, la indemnización sea satisfe-
cha por la entidad aseguradora del causante de los 
daños físicos o psíquicos en cumplimiento de un 
acuerdo de mediación o de cualquier otro medio ade-
cuado de solución de controversias legalmente pre-
visto. Se revisa también el régimen fiscal estableci-
do para las anualidades por alimentos percibidas de 
los padres con el objeto de eliminar cualquier duda 
sobre la aplicación del mismo a las anualidades fi-
jadas en los convenios reguladores, al tiempo que 
se recuerda que dicho convenio puede ser el resul-
tado de cualquier medio adecuado de solución de 
controversias legalmente previsto. Por último, por 
razones de seguridad jurídica, se modifica la exen-
ción prevista para las indemnizaciones por despido 
o cese de los trabajadores.

Régimen 
transitorio de los 
procedimientos 
judiciales  

Las previsiones de la 
Ley serán aplicables so-
lo a los procedimientos 
judiciales incoados tras 
su entrada en vigor. En 
los que estén en curso, 
las partes de común 
acuerdo se podrán so-
meter a un medio ade-
cuado de solución de 
controversias. Las mo-
dificaciones en la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, 
serán de aplicación a 
los procedimientos en 
los que no se haya cele-
brado juicio oral. El juez 
o el LAJ podrán someter 
a las partes la oportuni-
dad de usar estos me-
dios. En el ámbito Civil 
se admite que los jui-
cios verbales en trami-
tación se les pueda dic-
tar una sentencia oral. 
En las jurisdicciones 
Conntencioso-Adminis-
trativo y Social también 
se podrá dictar senten-
cia oral. En los juicios 
verbales en los que no 
se haya celebrado vista 
a la entrada en vigor de 
esta ley, la sentencia se 
dictará al concluir  la 
vista en presencia de 
las partes, sin perjuicio 
de su ulterior redacción 
por el juez. La nueva re-
gulación de los recursos 
de casación social será 
de aplicación a los re-
cursos que se formulen 
contra las resoluciones 
dictadas a partir de su 
entrada en vigor. La 
inadmisión de los recur-
sos de casación para la 
unificación de doctrina 
interpuestos contra las 
resoluciones dictadas 
antes de la entrada en 
vigor de la norma se 
acordará, previa audien-
cia de las partes, por 
providencia irrecurrible.La digitalización ha impulsado el desarrollo de medios adecuados para la solución de controversias. 


